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Al margen del acierto o no de dichas consideraciones,
se plantea con carácter prioritario el análisis de la cuestión
sobre si la Consejería de Gobernación, como Administración
Pública, es competente para declarar la nulidad de cláusulas
introducidas en un contrato de suministro de gas natural, sobre
todo si se tiene en cuenta que la póliza de suministro es un
contrato de naturaleza privada suscrito entre dos particulares,
como son la empresa suministradora y el usuario. Dicho carác-
ter privado no queda menoscabado porque el contenido de
la póliza se ajuste a un modelo oficial o porque los precios
del suministro no sean libres y estén sujetos a las tarifas apro-
bados por Orden del Ministerio de Ciencia y Tecnología.

Sí son relevantes, sin embargo, a los efectos de la cali-
ficación de la cláusula que impone ese cobro como una con-
dición general de la contratación en los términos en que dicho
concepto viene definido en el artículo 1.1 de la Ley 7/1998,
de 13 de abril, de condiciones generales de la contratación,
según el cual “son condiciones generales de la contratación
las cláusulas predispuestas cuya incorporación al contrato sea
impuesta por una de las partes, con independencia de la auto-
ría material de las mismas, de su apariencia externa, de su
extensión y de cualesquiera otras circunstancias, habiendo
sido redactadas con la finalidad de ser incorporadas a una
pluralidad de contratos”. La misma Ley en su artículo 8 esta-
blece cuándo dichas condiciones generales incurren en nulidad
de pleno derecho, disponiendo en su artículo 8.2 que “en
particular serán nulas las condiciones generales que sean abu-
sivas, cuando el contrato se haya celebrado con un consu-
midor, entendiendo por tales en todo caso las definidas en
el artículo 10 bis y disposición adicional primera de la Ley
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Con-
sumidores y Usuarios”.

Sin embargo, ambas leyes prevén de forma expresa y
clara que corresponde a la autoridad judicial la declaración
de nulidad de dichas cláusulas:

Por una parte, el artículo 10 bis, apartado 2 de la Ley
26/84 señala que “serán nulas de pleno derecho y se tendrán
por no puestas las cláusulas, condiciones y estipulaciones en
las que se aprecie el carácter abusivo. La parte del contrato
afectada por la nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto
por el artículo 1258 del Código Civil. A estos efectos, el Juez
que declare la nulidad de dichas cláusulas integrará el contrato
(...)”.

Por otra, y con más rotundidad, el artículo 9 de la Ley
de Condiciones Generales de la Contratación dispone que “la
declaración judicial de no incorporación al contrato o de nuli-
dad de las cláusulas de condiciones generales podrá ser instada
por el adherente de acuerdo con las reglas generales regu-
ladoras de la nulidad contractual.

2. La sentencia estimatoria, obtenida en un proceso incoa-
do mediante el ejercicio de la acción individual de nulidad
o de declaración de no incorporación, decretará la nulidad
o no incorporación al contrato de las cláusulas generales afec-
tadas y aclarará la eficacia del contrato de acuerdo con el
artículo 10, o declarará la nulidad del propio contrato cuando
la nulidad de aquéllas o su no incorporación afectara a uno
de los elementos esenciales del mismo en los términos del
artículo 1261 del Código Civil”.

Tercero. De todo lo expuesto se desprende, como se apun-
tó al comienzo del fundamento jurídico anterior, que, aun cuan-
do efectivamente la cláusula que impone el cobro pueda con-
siderarse como abusiva, la Consejería de Gobernación y sus
Delegaciones carecen de competencia para declarar la misma,
correspondiendo al orden jurisdiccional civil dicho pronuncia-
miento, y todo ello al margen también de la potestad san-
cionadora de la Administración para incoar expedientes por
la introducción de cláusulas abusivas en los contratos.

Vistos la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios, y demás normas
de general y especial aplicación, esta Secretaría General
Técnica

RESUELVE

Estimar el recurso de alzada interpuesto por la entidad
“Gas Andalucía, S.A.”, contra Resolución del Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, de fecha 15 de
junio de 2001 y revocar la misma.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. Sevilla, 18 de noviembre de 2002. El Secretario
General Técnico, P.D. (Orden 18.6.01). Rafael Cantueso
Burguillos.»

Sevilla, 30 de enero de 2003- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 30 de enero de 2003, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejo de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por doña Rosario Rosado Crespo,
en representación de Recreativos Montero, SL, contra
otra dictada por el Delegado del Gobierno en Cádiz,
recaída en el expte. CA-97/02-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente «Recreativos Montero, S.L.», de la resolución
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de
Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a cinco de diciembre de dos
mil dos.

Visto el recurso de alzada interpuesto y con base a los
siguientes

ANTECEDENTES

Primero. Mediante Acta formulada por miembros de la
Unidad del Cuerpo Nacional de Policía, adscrita a la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, de fecha 27 de mayo de 2002,
a las 12,30 horas, se denuncia la instalación y funcionamiento
de la máquina recreativa Tipo B, modelo Monedin Joker, serie
y número 99-3377 y matrícula CA-13096, en el estableci-
miento denominado “Bar Jacaranda”, sito en Urb. El Bosque,
Edificio Cereus, 3 de Jerez de la Frontera (Cádiz), careciendo
de la autorización de instalación para el local donde se encon-
traba instalada, y por lo tanto constituyendo una supuesta
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infracción a la vigente normativa sobre Máquinas Recreativas
y de Azar.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Cádiz, por la que se
imponía a la mercantil recurrente una sanción total de
1.203 E, como responsable de una infracción a lo dispuesto
en el artículo 25.4 de la Ley 2/86, de 19 de abril del Juego
y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en rela-
ción con los artículos 21 y 24 del mismo Reglamento, tipificada
con el carácter de grave en el artículo 29.1 de la Ley 2/86
de 19 de abril y artículo 53.1 de dicho Reglamento.

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, doña
Rosario Rosado Crespo, en representación de Recreativos Mon-
tero, S.L., presenta recurso de alzada, con fecha 10 de sep-
tiembre de 2002, cuyas alegaciones se dan por reproducidas
al constar en el correspondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/83, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, es competente para la resolución
del presente recurso el Excmo. Sr. Consejero de Gobernación.

La Orden de 18 de junio de 2001, (BOJA núm. 79,
de 12.7.2001) delega la competencia en materia de resolución
de recursos administrativos al Ilmo. Sr. Secretario General Téc-
nico de la Consejería de Gobernación de la Junta de Andalucía.

I I

El artículo 115.1 de la Ley 30/1992 establece:

“El plazo para la interposición del recurso de alzada será
de un mes, si el acto fuera expreso.”

Dicho cómputo, de acuerdo con el artículo 48, apartado
2, se realizará a partir del día siguiente a aquél en que tenga
lugar la notificación o publicación del acto de que se trate,
y de fecha a fecha de conformidad con el artículo 5 del Código
Civil.

Del examen del expediente administrativo resulta que la
mercantil recurrente recibió la notificación por el Servicio de
Correos, de la resolución que ahora se recurre, el día 8 de
agosto de 2002, y presentó, en el Registro General de la Dele-
gación del Gobierno de Cádiz (Reg. 177.968), el recurso de
alzada el día 10 de septiembre de 2002, cuando ya había
transcurrido el plazo legalmente establecido de un mes con
lo que la resolución sancionadora ha adquirido firmeza.

Vista la legislación citada y demás normas de especial
y general aplicación, resuelvo no admitir el recurso interpuesto
extemporáneamente por doña Rosario Rosado Crespo, en
representación de Recreativos Montero, S.L.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa. El Secretario General Técnico, P.D. (Orden
18.6.01). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos».

Sevilla, 30 de enero de 2003.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 30 de enero de 2003, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso
de alzada interpuesto por don Miguel Angel Cortés
Solas, contra otra dictada por el Delegado del Gobierno
en Jaén, recaída en el expte. J-191/01-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Miguel Angel Cortés Solas, de la resolución
adoptada por el Consejero de Gobernación al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado de
Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a ocho de octubre de dos mil dos.

Visto el recurso interpuesto y con base en los siguientes

ANTECEDENTES

Primero. El procedimiento sancionador núm. J-191/01-EP
tramitado en instancia, se fundamenta en la Denuncia levantada
el 10 de noviembre de 2001 por agentes de la Guardia Civil,
Puesto de Martos (Jaén), en virtud de la cual:

Don Miguel Angel Cortés Solas, titular del establecimiento
público denominado “Burguer Parque”, manifestó que no
poseía libro de hojas de reclamaciones, y que efectivamente
se lo negó al Sr. Caballero Castillo, manifestando que lo tenía
en la gestoría.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Jaén, por la que se
imponía multa de 600 E, como responsable de una infracción
a lo dispuesto en el art. 20.13 de la Ley 13/1999, de 15
de diciembre, de Espectáculos Públicos y Actividades Recrea-
tivas de Andalucía (BOJA 152, de 31 de diciembre de 1999).

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, el inte-
resado interpone en tiempo y forma recurso de alzada, en
el que alega que el establecimiento se encontraba cerrado
al público, y por tanto no tenía obligación alguna de entregar
el libro de reclamaciones.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, el Consejero de Gobernación es com-
petente para la resolución de los recursos de alzada inter-
puestos al amparo del artículo 114 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, contra
las resoluciones de los Delegados del Gobierno de la Junta
de Andalucía.

Por Orden de 18 de junio de 2001, (BOJA núm. 79,
de 12.7.2001), artículo 3.4, la resolución de recursos admi-
nistrativos en el ámbito competencial de la Consejería de
Gobernación, ha sido delegada en su Secretaría General
Técnica.


